DISCAPACIDAD: 20 PUNTOS PARA LA INCLUSIÓN

Reportaje de Adriana Adamo y Jorge Plano al Dr. Pedro Avalos, Vicepresidente de la Confederación General de Jubilados, Retirados, Pensionados y Adultos Mayores del País
.
PORMAYORES: Sabemos que la Confederación está proponiendo 20 puntos para la inclusión de las personas con discapacidad. ¿Qué proponen esos 20 puntos?

Buen día, Adriana; buen día, Jorge, buen día la audiencia.

En esta semana se abrió un período que culminará el 14 de noviembre con las próximas elecciones nacionales. En este lapso, nos van a llenar de promesas que nadie cree. Y nosotros le pedimos al conjunto de los partidos políticos HECHOS, NO PALABRAS.
La Confederación habla de 20 medidas para impulsar la inclusión de las personas con discapacidad porque entiende que la crisis de la Democracia Argentina radica en la credibilidad.

Y la discapacidad, este sector de cinco millones de personas, le brinda a la estructura partidaria una oportunidad de recuperarla.
Por eso nosotros decimos que es un mensaje a todos los partidos políticos.
¿Ustedes se acuerdan de Macri hablando de pobreza cero?
Bueno Macri tiene un piso de 25 % devotos compuesto por ese sector de la sociedad Argentina que vive bien.

No hablo del oligarquía solamente también ese profesional que quizá se hizo desde abajo y adhiere, a pie juntillas, a la meritocracia.
Esa persona ha sido herida en su credibilidad cuando Mauricio restableció las retenciones.
A nosotros, la Confederación que por primera vez en 70 años de existencia, firmamos el acta constitutiva de un frente político, el Frente de Todos y que en los primeros días del 2020, antes de la pandemia, durante el 2019 repetimos con Alberto entre los bancos y los jubilados me quedo con los jubilados

Y en los primeros días del 2020, antes de la pandemia, vemos que Alberto no nos devuelve lo que Macri nos robó. Y ahora estamos discutiendo si la nueva fórmula alcanza a la inflación con un bono para jubiladas y jubilados de la mínima o hasta dos mínimas. ¿Y los bancos? ¡Bien, gracias!
¡O la izquierda! que allí cuando el pueblo argentino veía con horror que Macri iba a ser presidente, llama a votar en blanco. O cuando se trató el impuesto solidario a las grandes fortunas, el impuesto a la riqueza, se abstuvo.

Muchachos y muchachas, es en ese contexto de falta de credibilidad, que nosotros le brindamos la oportunidad, a todos los partidos políticos, de recuperarla.
Para ello impulsamos, por ejemplo, un proyecto de ley que nos parecen fundamentales para la discapacidad: la compatibilidad de la pensión no contributiva con el trabajo registrado.
El problema de la discapacidad, en la mayoría de los casos, no es la invalidez laboral.
Es la DISCRIMINACIÓN LABORAL A LA DISCAPACIDAD.
En el desarrollo actual de la producción industrial, la supervisión de un proceso por parte de una persona sentada en una silla de computación no es distinta de la que ejerce una persona sentada en una silla de ruedas.

Y para colmo, el Estado no cumple con la normativa de discapacidad.

Desde 1981 es obligatorio el 4% de personas con discapacidad trabajando en el Estado. Cristina nos dio el arma del Siglo XXI, la información. Desde el año 2010 el grado de cumplimiento se mide y se publica.

Y por esa información sabemos que desde el 2010 al 2015 la cantidad de empleados en estado con discapacidad se triplicó. Macri recibió el gobierno con el 0,98 % personas con discapacidad y en junio de 2019 el porcentaje era del 0,98 ¡el mismo! 
En diciembre del 2019, cuando asumió Alberto, el porcentaje era del 1,14 %, no porque hubieran aumentado las personas con discapacidad: se deshizo de 55 personas pero, además, dejó sin trabajo a otras 70.000, por eso el porcentaje de personas con discapacidad subió.
Y en tercer lugar, la vida en general de una persona con discapacidad, es más cara que la media por lo que gastan vestimenta en alimentos en Remedios, en transporte. La pensión es una pobre compensación a ese mayor gasto

Entonces le proponemos al congreso nacional a todos los partidos políticos que aprueben, antes de noviembre de este año, está ley de compatibilidad, de manera que la persona que cobra una pensión no contributiva y consigo un trabajo, por miserables que sean sus ingresos, mantenga la pensión no contributiva.
Una medida fundamental para nuestra inclusión y una posibilidad para la política de recuperar credibilidad.
PORMAYORES: ¿Y cuál es el costo de las medidas que proponen?

Y sí, el costo fiscal parece ser un problema.

Cuando le planteamos a las autoridades cualquiera de estas medidas inmediatamente se pone en el cassette de la pandemia y el costo, de la falta de recursos.
Es lo que nos dijeron cuando no nos devolvieron lo que no se había robado Macri del haber jubilatorio 
Sin embargo vino la pandemia y la plata apareció de las maneras más variadas maneras: el IFE, la tarjeta Alimentar, subsidios a empresas, etc.

Se vieron obligados a emitir con una inflación altísima tan alta como la de Macri, que no emitía y nos endeudó a niveles sin precedentes.
Pero 12 de las 20 medidas, no tienen costo fiscal alguno. El 60 % no tiene costo. 

Y te doy el ejemplo concreto la primera de las medidas sin costo.

El otro proyecto de ley que queremos que se sancione antes de noviembre de este año
Es el que penaliza los incumplimientos de la normativa en materia de discapacidad.
A la Ley 22.431 le faltan sanciones. Entonces, nadie la cumple.

Con este proyecto, un incumplimiento: apercibimiento; dos incumplimientos: suspensión, por 30 días, sin haberes y tres incumplimientos: cesantía.
Otra oportunidad para los partidos políticos para recuperar credibilidad: ¿¡cuáles son los bloques que habilitan el tratamiento de este proyecto cortito pero efectivo!?
Otra medida sin costó, la segunda, es la concesión de espacios para pequeños comercios para personas con discapacidad en edificios públicos.
Los kioscos inclusivos

Ustedes recordarán que Macri desalojo al local de Saúl Mazizin en la estación de retiro: Dispapanch.

Allí trabajaba una decena de personas con discapacidad. En su lugar, puso locales de comidas rápidas, Todo Moda etcétera

Y fíjense ustedes que este gobierno mantiene como Coordinadora de Empleabilidad de las Personas con Discapacidad a una abogada designada por Macri. Y el producto lo vemos hoy: seguimos esperando la concesión de pequeños espacios para personas con discapacidad.
En este aspecto como decía Cristina, ¡basta de funcionarios que no funcionan!

Pedimos el reemplazo de esa Coordinadora, rémora de la administración macrista, por una persona con discapacidad comprometida con la inclusión laboral del sector

Otra funcionaria heredada de la pandemia amarilla es la Directora del Observatorio de los Derechos de las Personas con Discapacidad.

Queremos un Observatorio independiente, a cargo de alguien también comprometido con nuestros derechos.

Estas medidas no tienen costo fiscal porque son cargos ya presupuestados.
PORMAYORES: Por lo que veo, tenemos la ley de sanciones por incumplimiento de normas, los kioscos inclusivos y el reemplazo de dos funcionarios. Esas son cuatro medidas sin costo ¿Qué más proponen?

La quinta es que la agencia nacional de discapacidad garantice la entrega de medicamentos a los afiliados al programa incluir salud.
Es el que brinda prestaciones de salud a un millón cien mil personas con pensiones por invalidez laboral.
El programa que entrega dinero, en proporción a la cantidad afiliados a las provincias y a la ciudad Buenos Aires, para la adquisición de los medicamentos que las personas con discapacidad necesitan.
La plata debe desviarse en algún lado, porque los medicamentos no llegan.

La Agencia tiene la obligación no solo de hacer la auditoría de esos fondos, sino proveer, directamente, los medicamentos en el caso de que haya problemas con los proveedores.

Esto es lo que le pedimos, en su oportunidad, al doctor Daniel López, responsable del programa en la Agencia.
Y cuando no fuimos escuchados, marchamos a olivos para decirle al Presidente lo que estaba pasando. Y estuvimos 24 horas a la intemperie para visilizar esta situación y el incumplimiento del Dr. López.
¿Ustedes vieron lo que dijo el observatorio de los derechos las discapacidad sobre esta situación? Yo tampoco, porque la funcionaria que ayer callaba las barbaridades de Macri, sigue haciéndolo ahora.
Y remarco esto: el cumplimiento de sus deberes por parte de la Agencia, no tiene costo, porque si gasta 10.000 pesos en proveer un medicamento a una persona con discapacidad en la provincia de Jujuy, ese monto lo recupera al momento de hacer la liquidación de la capita siguiente a esa provincia.

Cero costo.
Nosotros pedimos, y esta es la sexta medida sin costo la reserva de 10.000 puestos de trabajo para cumplir el cupo de personas con discapacidad en el estado. 

Y esta medida tampoco tiene costo fiscal ni lo tendrá hasta qué se ha puesto sea cubierto, efectivamente, por una persona con discapacidad.
¿Y para qué pedimos la reserva de un puesto que no se va a cubrir en lo inmediato?
En este momento hay 50.000 vacantes disponibles y financiadas en el estado nacional.

La jefatura de gabinete de Ministros, acordó con UPCN y ATE, el pase a planta permanente de 29 mil agentes que están en planta transitoria. Vos lo recordarás, Jorge.
Nosotros apoyamos esa medida: la estabilidad del empleado público es un derecho constitucional.
Pero de las vacantes que restan queremos que se reserven 10.000 para la cobertura del cupo de personas con discapacidad.
De otra manera, el día de mañana dirán: “ya no hay vacantes disponibles”
Pero que quede bien clarito: si cualquier funcionario emplea a la novia del sobrino o al sobrino de la novia, sin respetar el cupo de personas con discapacidad en ese organismo, podremos obligarlo a incorporar una persona con discapacidad en ese lugar, con independencia de la sanción que le corresponde, de acuerdo a la ley que sanciona los incumplimientos de la que hablamos hace un ratito.

Y ya que hablamos del cupo de personas con discapacidad y estabilidad en el empleo público, estamos reclamando el pase a planta permanente, en el mismo cargo de aquellas personas  con discapacidad (son 1700 personas), que no gozan del beneficio constitucional de la estabilidad del empleo público y tienen muchos años en esa situación.
Esta medida tampoco tiene costó físical, porque el cargo ya está ocupado. Lo único que le falta es la estabilidad del empleado público qué se alcanza después de 12 meses (período de prueba) con la evaluaciones y los cursos qué esas personas han realizado en estos años

PORMAYORES: Muy interesantes las propuestas. ¿Qué otras medidas proponen?

A las medidas que no tienen costo fiscal inmediato es necesario agregar la ley de compatibilidad entre el trabajo registrado y la pensión no contributiva, a las que hicimos referencia al principio y que todavía no la computamos a estos efectos.

La medida permitirá que la persona que accede a un trabajo registrado, efectúe sus aportes jubilatorios y que se jubile algún día; que tengo una obra social que libere gastos de incluir salud y que aporte al PAMI

Otra medida adicional sin costo para el estado es la transformación de las pensiones no contributivas en Pensión Universal del Adulto Mayor
Queremos destacar que nuestra propuesta es eliminar esta figura, y VOLVER A LAS MORATORIAS. De esta manera, la persona mayor de 65 años dejaría, de recibir el aporte de la Agencia, en el carácter y pasaría a percibir una jubilación para lo cual, irá efectuando los aportes que le faltaren.

La décima medida, sin costo para el estado, es el cumplimiento del artículo 66 de la ley de radiodifusión, que obliga a las señales de TV a cumplir con la accesibilidad comunicacional, mediante Lengua Argentina de Señas audiodescripción y subtitulado.
En este caso, el costo es soportado por las empresas prestadoras del servicio.
Y, finalmente, las dos últimas medidas, para llegar a la docena, involucran a las empresas prestadoras de servicios públicos, que deben cumplir el cupo de personas con discapacidad y la concesión de espacios para la instalación de pequeños comercios destinados a las personas con discapacidad.

PORMAYORES: Estas, hasta ahora, son todas medidas sin costo, que solo requieren decisiones políticas.

Las medidas que se proponen para la inclusión de las personas con discapacidad que SÍ tienen costo pueden ser analizadas desde distintas perspectivas.
· Por un lado están las que implican el cumplimiento de un mandato legal expreso.
Es el caso del cupo de personas con discapacidad sobre el que no vamos a profundizar porque ustedes, Adriana y Jorge, lo conocen tan bien como nuestros oyentes.

Otro caso es la Ley Federal 26.816, de empleo protegido para personas con discapacidad.
Allí también hay un mandato incumplido del estado nacional y de los estados provinciales. Porque la ley prevé aportes concurrentes para su implementación.

Ojo: este punto no debe confundirse con los aportes necesarios para regularizar los talleres existentes en la actualidad.

Por otro lado, es responsabilidad de la Superintendencia de Servicios de Salud el cumplir con la Ley 24.901, esto es: el pago en tiempo oportuno de los servicios brindados por los prestadores y el control de la actividades de las obras sociales y empresas de medicina prepaga.
Está responsabilidad es particularmente importante, porque los recursos del fondo solidario de redistribución NO son del estado si no de los aportantes y deben destinarse a la salud de trabajadores y trabajadoras.
· En segundo lugar, están las medidas tiene el respaldo en una decisión de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
Estoy hablando del decreto 118/2006, artículo 4º que establece cupos máximos en las unidades de media y larga distancia es inconstitucional y debe ser derogado de inmediato

· Y en tercer lugar incluimos 4 medidas que resultan convenientes por distintos motivos:
La primera se vincula con una retribución justa para los servicios que presta el sistema de salud de la ley 24.901.

Lo que está ocurriendo en este momento, es que el estado no puede brindar prestaciones mediante servicios propios y los prestadores particulares, no reciben una retribución razonable.

Con lo cual, es la persona con discapacidad es la que se queda sin servicio.
La segunda se vincula a la fabricación y promoción de exportaciones de carrocerías accesible para unidades de media y larga distancia.
Líneas de financiamiento de esta naturaleza, cubrirían las necesidades locales y permitirían su exportación a Latinoamérica.

La tercera es la necesidad de financiar la regularización de los talleres protegidos nacidos a la luz de la legislación anterior.

Es lo que decíamos hace un ratito: hoy pueden, y deben, transformarse en unidades productivas que contribuyan a la dinámica económica del país.
Finalmente resulta imperioso transferir las 25.000 pensiones de la provincia de Buenos Aires, cuyos titulares están cobrando $2.600. Hay que transferirlos a la esfera nacional, pero manteniendo la prestación de servicios de salud a cargo de IOMA.
Y es necesario adoptar una medida análoga para la provincia de Neuquén donde los beneficiarios cobran menos de $ 400.
PORMAYORES: Bueno, se nos está acabando el tiempo. Te pedimos un mensaje de cierre.
En conclusión queremos que está medidas constituyan un doble mensaje: para las personas con discapacidad y para los partidos políticos y los candidatos.

Para nosotras y nosotros, pretendemos que sean un punto de confluencia, un punto de unidad para caminar este corto trecho, todos unidos y teniendo a la vista, objetivos posibles.

Para los candidatos, para los partidos políticos, para los candidatos, el mensaje ya lo adelantamos: queremos HECHOS y no PALABRAS.
Ya habrá tiempo, el año que viene, para encarar imprescindibles discusiones. 

Nosotros y nosotras debemos dejar de lado ciertas diferencias. Las que no podemos sintetizarlas ahora, las discutiremos el año que viene:

· Una nueva ley, en sustitución de la que nos dejara Videla.

· Una nueva Ley de pensiones no contributivas.

Pero en los cuatro meses que faltan para las elecciones, ellos necesitan nuestro voto. 
Y nosotros tenemos que tener en claro qué pedirles para nuestra inclusión.

PARA ESO HEMOS ELABORADO ESTOS 20 PUNTOS

Seguramente, faltarán muchas más. ¿Qué es lo que no hemos incluido en este listado?

LOS TEMAS DE JURISDICCIÓN PROVINCIAL:

· LA INCLUSIÓN EDUCATIVA. 

· EL DESARROLLO DE UN SISTEMA DE PRESTACIONES tanto para la discapacidad como para la salud mental. Pronto se olvidará del doloroso episodio del que fue víctima Chano y allí, las buenas intenciones volverán a primer plano y las realizaciones quedarán en el olvido.

· LA NORMATIVA DE ACCESIBILIDAD, está vigente, pero ya vemos lo que pasa en la Ciudad de Buenos Aires cuando esa normativa se enfrenta a la codicia de los desarrolladores inmobiliarios.

Y la pregunta final es ¿CÓMO SIGUE ESTA HISTORIA?

Hemos dado un primer paso, estamos difundiendo estos 20 puntos.

El segundo paso es iniciar la recolección de firmas para los proyectos de ley que tienen iniciativa popular.

Y a partir de allí, seguiremos saliendo a la calle, encadenándonos, las veces que sea necesario, para la defensa de los derechos de las personas con discapacidad.

Con distancia social, con barbijo, cuidándonos del COVID, pero sin abandonar la lucha.
Siempre bajo nuestra consigna:

NADA ACERCA DE NOSOTROS Y NOSOTRAS SIN NOSOTROS Y NOSOTRAS

Gracias Jorge, gracias Adriana por la posibilidad de transmitir, estas propuestas a los oyentes de este programa.

� Emitido el 8 de agosto de 2021 en el programa Por Mayores por radio Onda Latina AM 2020 a las 9 hs.
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